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1. Malestar de tropas en Haití por más recortes
El titular del Estado Mayor Conjunto, brigadier general Jorge Chevalier, responsable de 
las misiones de paz en el exterior, recibió quejas de las tropas desplegadas en Haití por la  
eliminación de una compensación salarial. Son 560 efectivos entre hombres y mujeres del  
Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea que integran el Batallón Conjunto argentino Haití XII 
destinados en la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (Minustah).
La  controversia  surgió  porque  la  eliminación  por  decreto  la  compensación  que 
corresponde por ley a cada uno de los soldados por la prolongación de la estadía más allá 
de los seis meses previstos para la misión en el país caribeño. La decisión se funda en 
“razones de equidad” que no son explicitadas en el  texto del decreto, si  bien algunos 
sostienen que el  presupuesto de Defensa no alcanza a cubrir  los  casi  9  millones de 
dólares que implica la extensión de la misión.
El decreto dispone que “la compensación no será aplicable cuando se trate de comisiones 
o  misiones  que  superen  los  doscientos  (200)  días,  cuando  a  la  fecha de la  rotación 
acordada  con  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  no  haya  finalizado  el  trámite 
legislativo de autorización a la salida de tropas para el correspondiente relevo y esto haga 
imperativa la permanencia del contingente previamente desplegado”.
Ocurre que las tropas del batallón Haití XII aún no fueron relevadas por el contingente 
Haití XIII, ya que debido a la falta de quórum en el Congreso no se puede aprobar la ley  
que autoriza la salida de los nuevos efectivos. (Ver Ámbito Financiero, 01/11/2010)



2. Anulan la prisión preventiva para Poch
La Justicia Federal anuló la resolución que dispuso el procesamiento y prisión preventiva  
del ex piloto de la Armada Julio Poch, quien habría realizado los llamados “vuelos de la 
muerte” durante la última dictadura militar, aunque continúa detenido.
Se  trata  de  una  resolución  de  la  Sala  II  de  la  Cámara  Nacional  en  lo  Criminal  y 
Correccional Federal que además de rechazar lo planteado por el juez Sergio Torres en 
junio  pasado,  ordenó  levantar  el  embargo  que  pesaba  sobre  sus  bienes  por  $  600 
millones y profundizar la investigación. (Ver Ámbito Financiero, 01/11/2010)

3. Etapa final del juicio contra Videla y Menéndez
Luego de la suspensión de las audiencias por la muerte de Néstor Kirchner, se reanudará 
en Córdoba el juicio contra el dictador Jorge Rafael Videla, el ex jefe del Tercer Cuerpo  
del  Ejército,  Luciano  Benjamín  Menéndez,  y  otros  29  acusados  por  delitos  de  lesa 
humanidad en esa provincia.
El fiscal del caso sostuvo que “hay pruebas suficientes para condenar” a los represores 
“en cuanto a la existencia de los hechos y a la participación de quienes tenían un dominio 
de mando, en este caso Videla y Menéndez”.
Durante las 45 jornadas que se realizaron hasta ahora,  se escucharon los relatos de 
testigos como el caso del abogado Luis Artemio Reinaudi y Raúl Rolando Acosta que el 
20 de octubre recordaron frente al Tribunal sus días de detención y tortura en manos del  
Servicio Penitenciario provincial.
La  abogada  querellante  también  consideró  que  “hay  documentación  donde  queda 
absolutamente  claro  quiénes  daban  las  órdenes  para  que  ocurran  los  hechos  que 
ocurrieron”. (Ver Clarín, sección El País, 01/11/2010)

4. La armada licitó entre astilleros locales la construcción de cuatro patrulleros
La Armada argentina llevó ayer a cabo en el Edificio Libertad la apertura de una licitación 
convocada para encargar la construcción de una serie de cuatro patrulleros oceánicos 
multipropósito de 1.806 toneladas de desplazamiento.
El pliego se orientó a concitar la participación de astilleros estatales argentinos, ubicados 
tanto  bajo  la  órbita  nacional  como  provincial,  por  lo  que  participaron  únicamente  el  
Complejo Industrial Naval Argentino (CINAR, ex Tandanor y Almirante Storni) y el astillero 
Río Santiago,  dependiente del  Ministerio  de la  Producción de la  provincia  de Buenos 
Aires.
Ambos astilleros presentaron ofertas de un monto global casi similar, las que llegaron a 
$675 millones en el caso de Río Santiago y a $689 millones por parte del CINAR. En las 
próximas semanas la Armada evaluará las ofertas técnicas presentadas para definir la 
oferta más conveniente para la provisión de esas futuras unidades de la flota de mar.
La eslora de los buques será de 80,60 metros, una manga de 13 metros y un puntal de 
6,50 metros.
Actualmente una comisión especial del Estado Mayor estudia, por encargo del Ministerio 
de Defensa, la conveniencia económica de encarar la terminación en gradas del taller 
Almirante Storni de una de esas unidades de 1.800 toneladas de desplazamiento que 
exhibe un 70% de completamiento físico,  lo  cual  facilitará sustituir  al  viejo  submarino 
“Santa Fe” hundido por Gran Bretaña en las islas Georgias en 1982.
Cabe destacar que el astillero Almirante Storni fue reactivado luego de veinte años de 
inactividad, tras una visita que efectuara en el 2007 el ex presidente Néstor Kirchner a  
esas  instalaciones  que  integran  el  CINAR.  Su  tarea  más  relevante  concierne  a  la 



modernización y reparación del rompehielos “Irízar”, que actualmente se encuentra en 
gradas del astillero Storni, ubicado en Costanera Sur, a fin de concretar la soldadura de 
los mamparos que fueran deformados por el fuego que estalló en esa embarcación polar  
cuándo  navegaba  a  una  altura  de  170  millas  de  Puerto  Madryn.  (Ver  Buenos  Aires 
Económico, 02/11/2010 y ver El Cronista, 03/11/2010)

5. Juicio en Santiago del Estero
El Tribunal Oral Federal de Santiago del Estero condenó a los ex represores Musa Azar,  
Tomás Garbi  y  Ramiro López Veloso a la pena de prisión perpetua por el  secuestro,  
tortura  y  asesinato  del  estudiante  Cecilio  Kamenetzky,  de  19  años,  en  1976.
En este caso también están imputados el ex presidente de facto, Jorge Rafael Videla y los 
generales  Luciano  Benjamín  Menéndez  y  Antonio  Domingo  Bussi;  aunque  no  fueron 
juzgados ya que los dos primeros afrontan procesos similares en Córdoba y el último fue  
considerado incapacitado mentalmente para ser juzgado.
A los  tres  condenados  se  los  acusa  de  privación  ilegítima  de  la  libertad,  tormentos 
agravados, homicidio agravado por alevosía, por el concurso premeditado de dos o más 
personas y con la finalidad de procurar impunidad y deberán cumplir la pena en cárcel  
común. (Ver Clarín, sección El País, 02/11/2010)

6. Estados Unidos se niega a extraditar a un acusado por la masacre de Trelew
Estados Unidos negó la extradición a la Argentina del ex teniente de navío de la Armada 
argentina Roberto Bravo, quien está acusado de haber ordenado la masacre de 16 presos 
político en Trelew en 1972.
Bravo había sido detenido en Miami el 25 de febrero pasado por un pedido de la Justicia  
argentina.  Sin  embargo,  el  juez  de  la  corte  federal  de  Miami,  Robert  Dubé,  negó  la 
extradición y explicó que lo hacía porque el Gobierno argentino “no presentó suficientes  
pruebas que justifiquen la extradición”.
En su fallo, Dubé sostuvo que los testimonios de Berger, Haidar y Camps (los tres únicos 
sobrevivientes de la masacre) presentados para avalar la extradición no son “creíbles ni  
confiables”.
Además,  el  abogado defensor de Bravo,  Neal  Sonnett,  explicó que incluso si  hubiera 
habido suficiente evidencia para probar que su cliente cometió un delito, el juez Dube no 
hubiera otorgado la extradición porque en su dictamen habló de una “ofensa política”.  
“Esto quiere decir que hubo una base política para la acción”, dijo Sonnett agregando que 
el  juez Dube cree que lo  que ocurrió  en Trelew no fue una masacre como afirma el  
Gobierno argentino “sino que Bravo actuó en defensa propia”. Un tribunal militar había 
exonerado a Bravo durante el gobierno del teniente general Agustín Lanusse afirmando 
exactamente lo mismo.
Si  bien la decisión del  juez no es apelable,  el  Gobierno argentino podría continuar la  
acción legal  contra de Bravo pidiéndole que le  saquen la ciudadanía estadounidense. 
(Ver Clarín, sección El País, 03/11/2010 y ver Página 12, sección El País, 04/11/2010)

7. Se cumplen 15 años de la voladura de la Fábrica Militar de Río Tercero
Se cumplieron 15 años desde que en 1995,  la  Fábrica Militar  de Río  Tercero  estalló 
descargando más de 80 mil proyectiles de guerra sobre la ciudad.
La  voladura  considerada  “intencional  para  borrar  los  rastros  del  tráfico  de  armas  a 
Ecuador y Croacia” mató a siete personas, hirió a otras 300 y dejó en ruinas un tercio de  
la localidad. Por la voladura están imputados cinco militares y un civil: Norberto Emanuel,  



Carlos Franke,  Edberto  Gonzalez de la  Vega,  Jorge Cornejo Torino,  Oscar  Quiroga y 
Marcelo Gatto.
Por su parte, el ex presidente Carlos Menem y su subsecretario de Defensa, Jorge Baeza 
González, fueron desvinculados de la causa el 26 de agosto pasado “por falta de mérito”,  
por  la  Cámara  Federal  de  Apelaciones  de  Córdoba.  (Ver  Clarín,  sección  El  País, 
03/11/2010)

8. Declaraciones en el juicio por el centro clandestino El Vesubio
En  una  nueva  jornada  del  juicio  que  investiga  los  crímenes  cometidos  en  el  centro 
clandestino de detención El Vesubio declaró Fernando Caivano, quien se sentaba por 
primera vez a hablar sobre su secuestro. 
El testigo se presentó como militante de la UES en 1976 y dijo que un año después dejó 
de  militar  por  la  devastación  general.  En  septiembre de  1978  organizó  un encuentro 
casual con dos de sus antiguos compañeros: Sami o Claudio Lutman y Cecilia Ayerdi.  
Iban a verse en La Giralda de la calle Corrientes. “Cuando me siento en la silla me toman 
de atrás, alguien me abraza y entre varios me levantan para meterme en el baño donde 
me golpean, donde dicen que no me resista, me sacan en el aire, y desde el aire puedo 
ver cómo un tipo agarra de los pelos a Sami y lo lleva a la calle.” En la vereda vio que a  
Sami  lo  cargaron  en  un  auto  mientras  a  él  lo  subían  al  auto  de  atrás.  
Tras  relatar  que  lo  encerraron  en  una  pieza  desde  donde  escuchaba  los  gritos  de  
torturados, contó que el sadismo era permanente, “porque sabés que te va tocar a vos, y  
yo estuve muchas horas esperando para la primera sesión”.
Durante el testimonio, Fernando nombró a alguno de los guardias. Señaló al Paraguayo 
(Héctor  José  Maidana),  al  más  violento,  al  que  le  decían  Montonero;  oyó  hablar  del 
Pajarito  (Ricardo  Néstor  Martínez)  y  seguro,  dijo,  del  Francés  (Capitán  Asiglia).
De ahí lo llevaron al Olimpo, donde siguieron las sesiones de tortura. Para la querella ese 
traslado es importante. Una prueba de la conexión entre uno y otro centro. Explicó que 
durante una de las últimas veces de tortura en el Olimpo, una mujer lo llevó a una salita 
donde “tenían las fotos de los compañeros por los que me estaban preguntando en El  
Vesubio, lo que quiero decir es que no eran fábricas aisladas de muerte.” (Ver Página 12, 
sección El País, 03/11/2010)
En el marco del mismo juicio también declaró el  doctor Justo Horacio Blanco, el médico 
que  en  1977  atendió  en  el  Hospital  Isidoro  Iriarte  de  Quilmes  a  una  parturienta  
secuestrada en el Pozo de Quilmes. El hombre le impidió a un grupo de tareas entrar a la 
sala de parto, logró saber que se llamaba Silvia Mabel Isabella Valenzi y las condiciones  
del secuestro. Además ayudó a nacer a una niña, denunció lo que sucedió y luego sufrió  
las consecuencias con la explosión de una bomba en la puerta de su casa. (Ver Página 
12, sección El País, 05/11/2010)

9. Inspecciones del Tribunal Oral 1
Integrantes  del  Tribunal  Oral  Federal  número  1  (TOF1)  realizaron  las  inspecciones 
oculares a la Unidad Penitenciaria número 1 (UP1) y al centro clandestino de detención y  
torturas D2 (Departamento de Informaciones de la policía provincial). El presidente del 
TOF1, Jaime Díaz Gavier, y los jueces José Pérez Villalobo y Carlos Lascano, junto a dos 
testigos, recorrieron los centros de detención en el marco del juicio que se sigue a los 
represores Jorge Rafael Videla y Luciano Benjamín Menéndez, junto a otros 29 acusados 
de cometer delitos de lesa humanidad durante la dictadura militar. (Ver Página 12, sección 
El País, 04/11/2010)
Un día después de dicha inspección, el mismo tribunal rechazó un pedido de nulidad de la 
inspección ocular realizada en la Unidad Penitenciaria 1, aunque dispuso una nueva visita  



a  la  cárcel,  con  dos  imputados  y  dos  testigos,  para  el  próximo  martes.  Durante  la  
audiencia ampliaron su indagatoria cuatro represores. (Ver Página 12, sección El País, 
05/11/2010)

10. Dieciséis procesamientos
El juez federal de Córdoba Alejandro Sánchez Freytes procesó ayer con prisión preventiva 
al dictador Jorge Rafael Videla, al ex jefe del Tercer Cuerpo de Ejército Luciano Benjamín 
Menéndez y a otros catorce represores,  por  la  privación ilegítima de la  libertad y los  
tormentos que sufrieron los directivos de la compañía Mackentor SA y sus familiares en 
abril de 1976. El juez precisó que las víctimas fueron interrogadas en cautiverio sobre el  
presunto financiamiento económico de la empresa “a organizaciones subversivas”.
Además de Videla y Menéndez, que afrontan en estos días un juicio por la ejecución de 
treinta y un presos políticos en la Unidad Penitenciaria 1 de Córdoba, la resolución abarca 
a los imputados Hermes Oscar Rodríguez, Ernesto Guillermo Barreiro, Eduardo Porfidio 
Ríos,  José  Luis  Yáñez,  Enrique  Alfredo  Maffei,  Jorge  Exequiel  Acosta,  Luis  Alberto 
Manzanelli, Carlos Alberto Díaz, Carlos Alberto Vega, José Andrés Tofalo, Ricardo Alberto 
Ramón Lardone, Arnoldo José López, Héctor Raúl Romero y Angel Corvalán. Varios de 
los nombrados ya están cumpliendo condenas por crímenes de lesa humanidad. En la 
misma resolución el juez sobreseyó a Valentín Orestes Padován y a Juan Eusebio Vega.
El  caso  Mackentor  data  del  26  de  abril  de  1977,  cuando  subordinados  del  general 
Menéndez allanaron todas las empresas del grupo y secuestraron a veintinueve personas, 
incluidos directivos, gerentes y empleados de la firma, a la que calificaron como “sostén 
financiero  de la  delincuencia subversiva”.  Mackentor  estuvo en poder  de los  militares 
hasta  1985,  fecha  en  que  su  presidente  y  principal  accionista,  Natalio  Kejner,  pudo 
regresar a la Argentina. (Ver Página 12, sección El País, 05/11/2010)

11. Juicio por los crímenes cometidos en la ESMA
El cardenal Jorge Bergoglio declarará el lunes en el juicio a los represores de la Escuela 
de Mecánica de la Armada. El testimonio del jefe de la Iglesia Católica fue solicitado por el 
abogado Luis Zamora, después de que la catequista María Elena Funes relatara que los 
sacerdotes jesuitas Orlando Yorio y Francisco Jalics fueron secuestrados por la Armada 
luego de que el entonces principal de la Compañía de Jesús les quitara su protección. 
Bergoglio no declarará como imputado sino como testigo. Amparado en el privilegio que el  
Código  Procesal  prevé  para  los  “altos  dignatarios  de  la  Iglesia”,  el  cardenal  dará  su 
testimonio en privado, en su oficina de la Curia porteña, rodeado sólo por los jueces y los  
abogados que intervienen en el proceso. (Ver Página 12, sección El País, 05/11/2010)

12. Pasan a retiro a militares que no fueron ascendidos
El  pase  a  retiro  obligatorio  de  cinco  miembros  de  la  Armada,  cuyas  propuestas  de 
ascenso  fueron  denegadas  por  tercera  vez  por  la  ministra  de  Defensa,  Nilda  Garré,  
suscitó preocupación en ámbitos castrenses .
La  medida afecta,  en  principio,  a  cinco capitanes de fragata  que  vieron  frustrada su  
promoción al grado superior (capitanes de navío), pese a contar con el visto bueno de las 
juntas de calificaciones, por "tener parentesco o vinculaciones familiares con militares que 
actuaron en el  último gobierno militar",  según interpretaron fuentes  de la  marina.  Sin  
embargo, el vocero del Ministerio de Defensa dijo anoche que desconocía el dictado de 
una resolución de la ministra Garré en ese sentido.
Se trataría de los capitanes de fragata Eduardo Pizzagalli,  James Whamond, Gustavo 
Barreto, Jorge Sciurano y Marcelo Barbich. Algunas versiones indicaban que la misma 



situación se daba en el Ejército, pero voceros castrenses indicaron que hasta ayer no se 
habían registrado novedades.
En septiembre  último,  senadores radicales  y  del  peronismo disidente  que  integran la  
Comisión de Acuerdos, que debe pronunciarse sobre los ascensos, pidieron a los jefes del 
Ejército, Luis Pozzi, y de la Armada, Jorge Godoy, que se les permitiera a varios oficiales 
concurrir a una reunión del Senado, pero la ministra Garré habría negado la autorización.
Fuentes navales explicaron que Garré sustentó su decisión en la resolución 382/2010, 
aprobada en abril de este año, que faculta a la ministra a establecer el procedimiento de 
ascensos, permanencia y retiro del personal militar. Dicha resolución dictada por Garré 
sostiene que "los análisis y clasificaciones que efectúa el Ministerio de Defensa no se 
encuentran condicionados por las clasificaciones de los jefes de los Estados Mayores 
Generales  de  las  Fuerzas  Armadas,  pudiendo,  inclusive,  variarlas  y  apartarse 
discrecionalmente" de ellas. (Ver La Nación, sección Política, 05/11/2010)

13. El rol de la religión en la guerra sucia
Entre 1979 y 1980 el Ejército negó el ascenso o pasó a retiro a treinta y tres oficiales. 
Todos  fueron  acusados  por  sus  respectivas  juntas  de  calificaciones  de  perjudicar  la 
cohesión espiritual de los cuadros, por no compartir “la filosofía y el sentir institucional del 
Ejército, lo que ha lesionado decididamente su prestigio y concepto ambiente”. La historia 
del grupo se remontaba a 1969.
La  Inteligencia  del  Ejército  los  detectó  en  1971  luego del  arresto  de  dos camaradas 
encuadrados en Montoneros, quienes identificaron a sus contactos dentro de la fuerza. En 
los meses previos al golpe de 1976 fueron sometidos a un proceso informal de autocrítica 
y reeducación y se les permitió continuar en actividad, con el compromiso de participar sin 
reticencias en la represión. Algunos fueron protegidos por miembros de la cúpula militar 
que los conocían por razones institucionales o familiares.
Una década después, el pase a retiro obligatorio los enfrentó con su propia historia.
Al pedir la reconsideración de la medida más de dos tercios invocaron sus convicciones 
católicas como principal argumento en su favor. La constante es el agradecimiento a la 
formación católica por haber podido aplicar los métodos dispuestos por el Ejército para la 
denominada guerra contra la subversión. (Ver Página 12, sección El País, 06/11/2010)
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